	


Exp.: 2003-000823

SALA DE CASACIÓN CIVIL
Magistrado Ponente: CARLOS OBERTO VÉLEZ.

En el juicio de nulidad ejercido conjuntamente con acción de amparo constitucional, intentado ante el Juzgado Sexto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, por la ASOCIACIÓN COOPERATIVA DE TRANSPORTE MENCA DE LEONI, representada judicialmente por las abogadas en ejercicio de su profesión, Carmen Josefina Arias Araujo, Yhajaira Coromoto Añazco Blanco y Migdalia Luna de Aguilera, contra la resolución N° 2361 de fecha 14 de junio de 2002, de la Ministra del Trabajo, encargada, mediante la cual declaró con lugar la apelación interpuesta por la Asociación Cooperativa Menca de Leoni y, por vía de consecuencia, la nulidad de la providencia administrativa de fecha 14 de agosto de 2000, emanada de la Inspectoría del Trabajo en el este del Área Metropolitana de Caracas, mediante la cual declaró sin lugar las defensas opuestas por la precitada asociación y, por vía de consecuencia, obligada a discutir o iniciar las reuniones relacionadas con el proyecto de convención colectiva interpuesta; el referido órgano jurisdiccional, por auto de fecha 20 de marzo de 2003, se declaró incompetente en razón de la materia para conocer la presente causa y, en consecuencia, declinó la competencia en la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo. 

Posteriormente, mediante decisión de fecha 31 de julio de 2003, la mencionada Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, se declaró igualmente incompetente en razón de la materia y, en consecuencia, planteó de oficio la regulación de competencia ante la Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia, a la cual ordenó remitir el expediente.

Recibido el expediente en esta Sala, se dio cuenta del mismo en fecha 28 de agosto de 2003, pasándose a dictar la máxima decisión procesal bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, lo cual hace previas las siguientes consideraciones:

Ú N I C O

De la revisión de las actas que conforman el presente expediente, esta Sala constata que el recurso de nulidad ejercido en el sub iudice, conjuntamente con la acción de amparo constitucional, está dirigido contra una resolución ministerial, dictada por la ciudadana Edmeé Betancourt de García, en su carácter de Ministra del Trabajo Encargada y, es ésta circunstancia, la que determina expresamente la competencia en este caso concreto.

En efecto, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 266 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en concordancia con el primer aparte del mismo artículo, y el artículo 42, ordinal 10 de la derogada Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, aplicable rationae tempore, en concordancia con el artículo 43 eiusdem, disponen lo siguiente:
Artículo 266. Son atribuciones del Tribunal Supremo de Justicia:

(…Omissis…)

5. Declarar la nulidad total o parcial de los reglamentos y demás actos administrativos generales o individuales del Ejecutivo Nacional, cuando sea procedente. 

(…Omissis…)

La atribución señalada en el numeral 1 será ejercida por la Sala Constitucional; las señaladas en los numerales 2 y 3, en Sala Plena; y las contenidas en los numerales 4 y 5 en Sala Político Administrativa. Las demás atribuciones serán ejercidas por las diversas Salas conforme a lo previsto en esta Constitución y la ley.”. (Negrillas y subrayado de la Sala).

Artículo 5. “Es de la competencia de la Corte como más alto Tribunal de la República.

(…Omissis…)

10. Declarar la nulidad, cuando sea procedente por razones de inconstitucionalidad o de ilegalidad, de los actos administrativos individuales del Poder Ejecutivo Nacional…”. (Negrillas y subrayado del texto).

Artículo 43. “La Corte conocerá en Pleno de los asuntos a que se refiere el artículo anterior en sus ordinales 1° al 8°. En Sala de Casación Civil, hasta tanto el Congreso decida la creación de nuevas Salas, de los enumerados en los ordinales 33, 20 y 21, si estos últimos corresponden a la jurisdicción civil, mercantil, del Trabajo o de alguna otra especial; de igual manera conocerá de los asuntos a que se refiere el ordinal 34. En Sala de Casación Penal, de los señalados en los ordinales 30 al 32 y en los ordinales 20, 21 y 34, cuando éstos últimos correspondan a la jurisdicción penal. En Sala Político Administrativa, de los mencionados en los restantes ordinales del mismo artículo y de cualquier otro que sea de la competencia de la Corte, si no está atribuido a alguna de las otras Sala.”. (Negrillas y subrayado del texto).

La Ley es sumamente clara al determinar la competencia en materia de recursos contenciosos administrativos intentados contra actos administrativos individuales dictados por el Poder Ejecutivo Nacional, bien sea por razones de inconstitucionalidad o de ilegalidad, pues ante tal supuesto, le atribuye expresamente la competencia, a la Sala Político Administrativa de este Máximo Tribunal.

En el mismo orden de ideas, la Sala Político Administrativa en sentencia N° 1610, de fecha 29 de septiembre de 2004, expediente N° 2004-783, caso: Wolfgang Enrique Puerta Castro, contra Ministerio del Trabajo, estableció lo siguiente:

“...Corresponde entonces a esta Sala pronunciarse previamente acerca de su competencia para conocer y decidir la presente causa, y al efecto, observa: La parte accionante interpuso un recurso de nulidad contra el ‘...Acto Administrativo contenido en la Resolución número 1261, de fecha tres (03) de enero de 1.996, emanado del ciudadano Ministro del Trabajo y de la Resolución número 183 de fecha tres (03) de junio de 1.994, también emanada del Ministro del Trabajo...’. 

Ahora bien, determinado como ha sido que el presente caso, le corresponde a la jurisdicción contencioso-administrativo y que los actos impugnados emanaron del Ministro del Trabajo, debe atenderse a lo dispuesto en el numeral 30 del artículo 5 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela, en concordancia con el primer aparte del mismo artículo, el cual dispone que es competencia de la Sala Político-Administrativa: ‘Declarar la nulidad total o parcial de los reglamentos y demás actos administrativos generales o individuales del Poder Ejecutivo Nacional, por razones de inconstitucionalidad o ilegalidad’, recogiendo en su redacción lo antes expuesto en el ordinal 10 del artículo 42 de la derogada Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, que en concordancia con el artículo 43 eiusdem disponían que era competencia de esta Sala Político-Administrativa: ‘Declarar la nulidad, cuando sea procedente por razones de inconstitucionalidad o de ilegalidad, de los actos  administrativos individuales del Poder Ejecutivo Nacional’. En razón de lo anterior, considera esta Sala que es procedente la aplicación para el caso en estudio, del criterio interpretativo que venía sosteniendo éste órgano jurisdiccional sobre el ordinal 10 del artículo 42 de la derogada Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, ahora numeral 30 del artículo 5 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela, en cuanto a la competencia de esta Sala Político-Administrativa para conocer la nulidad de los actos administrativos individuales del Poder Ejecutivo  Nacional, queda circunscrita a los órganos de la Administración Central, respecto de los cuales, en aras de la descentralización de la actividad jurisdiccional de este Máximo Tribunal, la Sala ha sostenido –criterio que actualmente reitera- que su competencia, en esos casos, se limitará a los actos administrativos individuales emanados de los órganos superiores de la Administración Pública Central, que a tenor de lo pautado en el artículo 45 de la Ley Orgánica de la Administración Pública son : el Presidente o Presidenta de la Republica, el Vicepresidente Ejecutivo o la Vicepresidente Ejecutiva, el Consejo de Ministros, los Ministros o Ministras y los Viceministros o Viceministras. Asimismo, le corresponde conocer de los actos emanados de las máximas autoridades de los órganos superiores de consulta de la Administración Pública Central, que según la norma citada son: la Procuraduría General de la República, el Consejo de Estado, el Consejo de Defensa de la Nación, los gabinetes sectoriales y gabinetes ministeriales. En atención a lo antes indicado, visto que los actos impugnados emanaron del Ministro del Trabajo, corresponde a esta Sala la competencia para conocer el presente recurso de nulidad de conformidad con lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 266 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y el numeral 30 del artículo 5 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela, en concordancia con el primer aparte del precitado artículo. Así se decide....”.

Por consiguiente, en atención a las anteriores consideraciones y al precedente jurisprudencial antes citado, esta Sala considera que tratándose el presente caso de un recurso contencioso administrativo ejercido conjuntamente con acción de amparo constitucional, contra un acto administrativo de efectos particulares, emanado de un órgano del Poder Ejecutivo Nacional, en este caso, el Ministerio del Trabajo, el órgano jurisdiccional competente para conocer del recurso intentado, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 266 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, y en el numeral 10 del artículo 42 de la para entonces vigente Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, es la Sala Político Administrativa de este Máximo Tribunal. Así se decide.

D E C I S I Ó N

En fuerza de las anteriores consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela, en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara que la SALA POLÍTICO ADMINISTRATIVA DEL TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA, es el órgano jurisdiccional competente para conocer la presente causa.

Publíquese, regístrese y remítase este expediente a la Sala Político Administrativa de este Alto Tribunal. Particípese de esta decisión a la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo. 

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Civil, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los veintisiete (27) días del mes de junio del dos mil cinco. Años: 195º de la Independencia y 146º de la Federación.
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